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1. a Para la competencia en el conocimiento y resolu-
ción de los expedientes de suspensión de pagos y jui-
cios de quiebras se entenderá que lo son de pequeños 
comerciantes, tratándose de suspensión de pagos, aque-
llos cuyo activo no pase de 50.000 pesetas, y en caso de 
quiebra cuando el pasivo no exceda de la misma cantidad. 
De la suspensión de pagos y quiebras del pequeño 
comerciante entenderán los Jueces de primera instancia 
de su domicilio, a no ser que, por razones de interés pú-
blico, fuese nombrado Juez especial por la autoridad 
correspondiente. 
De los demás expedientes de suspensión de pagos 
y juicios de quiebra corresponderá conocer y resolver al 
Juez o Jueces de quiebra de la Audiencia territorial don-
de se halle enclavado el domicilio del comerciante. 
2, a Para el cumplimiento de lo propuesto en la base 
anterior, el Gobierno nombrará en cada Audiencia terri-
torial uno o más Jueces o agrupará varios territorios, 
cuando lo estime posible, designados para que entiendan 
en todos los asuntos de esa clase que se promuevan en 
los límites de su jurisdicción. 
Asimismo será designado un Secretario permanente 
o temporal por turno entre los de su clase. 
3.a E l Juzgado tendrá su residencia en la población 
que el Gobierno considere de mayor importancia mer-
cantil y en todo caso podrá trasladarse, si la importancia 
del asunto lo exigiere, al sitio donde sea necesario o 
CQnveniente tramitarlo a juicio de la Sala de Gobierno 
de la Audiencia. 
{Apéndice del Proyecto de reforma del Código de 
Comercio con bases p a r a regulat el procedimiento en 
la suspensión de pagos y en las quiebras). 
La Comisión general de Codificación tiene en estudio desde hará 
pronto dos años la reforma del Código de Comercio, y limitada prime-
ro su labor al libro 11 de dicho cuerpo lega!, no tardó en reconocerse 
que la reforma debía ser una obra de conjunto y completa, extendién-
dose a los demás libros de aquél. 
El Ministerio de Gracia y Justicia, por su parte, procediendo en 
el asunto con loable criterio de amplitud, ha querido rodear el proyec-
to del mayor número posible de garantías de éxito, y tras las dos 
informaciones abiertas en 25 de Febrero y en 10 de Junio de 1926, 
acaba de abrir una tercera por plazo de dos meses que expira el día 
16 de Diciembre de 1927. 
Y como la Comisión general Codificadora en la exposición de 
motivos del proyecto de reforma de los libros I , I I I y I V expresa el 
propósito de revisar todo el Código cuando se conozca el resultado 
de la nueva y última información, de esperar es que las entidades inte-
resadas, y señaladamente de las Cámaras de Comercio y de su Consejo 
Superior, de la Academia de Jurisprudencia y Legislación y de los 
Colegios de Abogados, formulen observaciones, ya que por manera tan 
reiterada, y esta vez nominalmente, han sido requeridas al efecto en 
real orden de 26 de Septiembre de 1927. 
M sustantivo y lo adjetivo en litigios comerciales 
Hasta ahora la reforma habíase reducido a la parte sustantiva del 
vigente Código de Comercio, sin que se hubiera tratado de la parte 
adjetiva o procesal. Pero al proyecto inserto en la Gace ta de 13, 14, 
15 y 16 de Octubre de 1927, acompáñase un Apéndice «para regular 
el procedimiento en la suspensión de pagos y en las quiebras», y así 
queda expedito el camino para que los informantes puedan exponer 
su criterio en cuanto con el procedimiento adaptable a los negocios de 
comercio se relaciona y, por lo tanto, también en lo que a la jurisdic-
ción mercantil atañe. 
Esbozo de una pequeña ley de Enjuiciamiento mercantil es ese 
Apéndice, y en tal sentido merece plácemes la Comisión general de 
Codificación por su iniciativa, que ciertamente importaría y ha de con-
venir llevar a ulteriores desenvolvimientos. Un Código de Comercio, 
como un Código Civil o un Código Penal, debe contener preceptos de> 
caráter exclusivamente sustantivo, sin mezcla de los de carácter adjeti-
vo. Por ejemplo, el artículo 18 del proyecto del libro I V del Código, al 
hablar del estado de suspensión de pagos, previene que se aplicará en 
ella el procedimiento escrito y de oficio si el número de acreedores 
excediere de doscientos. Semejante disposición entra de lleno en una 
ley de Enjuiciamiento mercantil, como cualquiera otra de análoga ín-
dole ritual que por su condición transitoria y mudable es más propia 
de una ley que de un Código, llamado a alcanzar, en cambio, mayor 
estabilidad y permanencia. 
El hecho mismo, sin embargo, de comprender en un Apéndice 
determinada serie de reglas procesales, siquiera se concreten a las sus-
pensiones de pagos y a las quiebras, demuestra la necesidad de sepa-
rar preceptos que por su naturaleza no deben confundirse con otros de 
finalidad diferente. En suma, parece que nada aconseja la incorpora-
ción a nuestro Código mercantil de las novedades del Apéndice del 
proyecto en punto a procedimiento y que éstas tendrían su lugar más 
adecuado en una ley de Enjuiciamiento mercantil o en un Estatuto 
judicial de Comercio, si esta denominación fuese preferible. 
La especialidad de la ¡urisdicciói mercantil 
Un Estatuto judicial de Comercio podría abarcar, no sólo las 
reglas especiales de carácter procesal que propone la Comisión Codi-
ficadora para suspensiones de pagos y quiebras, sino todo lo relativo 
a la organización y funcionamiento de los Juzgados especiales que tam-
bién instituye aquélla. 
Si la especialidad de un Código de Comercio, por ser todo él una 
excepción del Código Civil, presupone una especialidad de procedi-
miento distinto del Enjuiciamiento civil, ambas especialidades exigen 
a su vez la especialidad de Tribunales o juzgadores para lo mercantil, 
y de que la Comisión de Codificación lo reconoce así, es prueba harto 
elocuente el mismo Apéndice del proyecto. 
Ahora bien': lo que no tiene, a nuestro modo de ver, explicación 
satisfactoria es que se implanten y establezcan un procedimiento y una 
jurisdicción especiales para las suspensiones de pagos y para las quie-
bras y no se acepten los mismos para los demás litigios comerciales, 
cuando menos los de mayor cuantía. 
Ya todos sabemos que la determinación del acto mercantil ofrece 
graves y serias dificultades y que civilistas y mercantilistas no han 
podido, sin duda, llegar todavía a un acuerdo. Concedido también que 
la solución de que sean los actos definidos en el Código de Comercio 
los que fijen y delimiten la competencia de un Tribunal de Comercio, 
no dilucida el problema. Pero si lo mercantil es una excepción de lo 
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civil, un Jurado de Comercio dicho está que sólo debe conocer de 
aquellos actos que constituyan la excepción enumerados uno a uno, 
quedando para el fuero ordinario común todos los no comprendidos 
en la enumeración y suprimiéndose la fórmula usual «los demás aná-
logos o semejantes a los indicados». Fué lo que intentó el Sr. Alonso 
Martínez en su malogrado proyecto de 1863, y precisa confesar que 
así únicamente es como pueden evitarse los conflictos de jurisdicción 
y sus incidencias interminables. 
Otro de los inconvenientes de los antiguos Tribunales de Comer-
cio estriba en que la constitución de éstos reservábase para ciertas lo-
calidades, que resultaron disfrutando de algo privilegiado. Previsto el 
caso en el Código de Trabajo de 23 de Agosto de 1926, basta que 
quede al arbitrio del Gobierno la creación de Tribunales Comerciales 
en todas las cabezas de partido judicial donde la calidad y el número 
de comerciantes matriculados habiliten para que funcionen dichos Tr i -
bunales, previa petición de la Cámara de Comercio correspondiente. 
En el referido Código de Trabajo existen otros preceptos asimismo 
aplicables a los nuevos organismos que se creasen, como el de que, 
cuando los llamados a constituirlos en unión del Juez de primera ins-
tancia, no se reuniesen en la segunda citación, seguirá el juicio el fun-
cionario de la carrera judicial, quien declarará los hechos que estime 
probados, prescindiéndose del veredicto. 
Por último, si bien es cierto que la especialidad de la jurisdicción 
se limitaba en el Código Comercial de 1829,3 la primera instancia, no 
faltarían hoy medios de atenuar los efectos de tal inconsecuencia o dis-
paridad, precediéndose a formar escalafones de Jueces de primera 
instancia que, habiéndose especializado en materia mercantil como 
presidentes de Tribunales de Comercio durante cierto número de 
años, sean adscritos en su día a las Salas de las Audiencias territoria-
les o del Tribunal Supremo que hayan de conocer de recursos inter-
puestos en litigios mercantiles. 
Llámense Tribunal o Jurado, lo esencial es que los organismos que 
hubieran de administrar justicia en negocios mercantiles—en aquellos y 
nada más que en aquellos enumerados en los preceptos determinantes 
de su competencia—se compusiesen de un Juez de primera instancia 
presidente y de cuatro adjuntos Jurados, como los Tribunales industria-
les, o de dos vocales no letrados, como los Tribunales para redención 
de foros, Jurados y vocales que saldrían, claro es, del censo electo-
ral de las Cámaras de Comercio, exigiéndose para ser Secretario de 
los nuevos Tribunales que el cargo fuera de carácter permanente y 
recayese en quien poseyera, aparte de las demás condiciones reglamen-
tarias, el título de Profesor mercantil. 
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Los Jaeces de quiebra y su residencia 
Dividir a los comerciantes en pequeños y en no pequeños y hacer 
depender semejante diferenciación de que el activo pase o no de 50.OOO 
pesetas en las suspensiones de pagos y el pasivo exceda o no de la 
misma cantidad en las quiebras, para fundar a su vez en esta división 
la existencia de dos clases de jurisdicciones, la común para los peque-
ños comerciantes, y la especial de quiebra para los no pequeños, antó-
jasenos cosa tan casuística—dicho sea con todos los respetos y salve-
dades debidos—como la de que se aplique el procedimiento escrito y 
de oficio si en las suspensiones de pagos el número de acreedores 
superior a doscientos, y el procedimiento oral cuando éstos lleguen a 
doscientos o a menos de doscientos. Suspensiones de pagos y quiebras 
con más de doscientos acreedores acaso no existan sino cinco o seis 
al año en toda España. 
Pero hay algo que aun ha de suscitar mayores dificultades en la 
práctica. Los Jueces de quiebra tendrán su residencia en la plaza mer-
cantil que el Gobierno considere más importante dentro de la jurisdic-
ción de la Audiencia territorial y podrán trasladarse al sitio donde sea 
conveniente o necesario. Así lo dice la base 3.a del Apéndice. 
Pues bien: visto el número de suspensiones de pagos y quiebras 
que se han tramitado en los últimos años, resulta, según el Anuario 
Estadístico de España que se publica por el ministerio de Trabajo, 
Comercio e Industria, que en el año 1924 hubo 72 de las primeras y 
99 de las segundas, y en 1925 llegaron aquéllas a 70 y éstas a 89. 
Si tales datos se ajustan a la realidad, y no hay error en semejan-
te estadística, sumadas quiebras y suspensiones de pagos arrojan un 
término medio de 13 a 14 mensuales en toda España, cifra reducidísi-
ma si se compara con las de Suecia, Inglaterra, Italia, Alemania y los 
Estados Unidos que pasan de 250, 400, 600, 1.000 y 1.500 respectiva-
mente por término medio en cada mes. 
Pero, no obstante ello, vemos que en el año 1924 entre quiebras 
y suspensiones de pagos correspondieron 5 a Albacete, 2 a Ciudad 
Real y 9 a Murcia o sea un total de 16 a la Audiencia territorial de 
Albacete; 8 a Alicante y 15 a Valencia, en total 23 para la Audiencia 
territorial de Valencia; 4 a Cádiz, 2 a Córdoba, 4 a Huelva y 10 a Sevi-
lla, esto es, 20 a la Audiencia territorial de Sevilla, 
En el año 1925 pasan las de Albacete a 7, las de Ciudad Real a I 
las de Cuenca a I y las de Murcia a 3, o sea 12 en la Audiencia terri-
torial de Albacete; las de Alicante a 5) las de Castellón a 2 y las de 
Valencia a 21, en total 28 para la Audiencia territorial de Valencia, y 
las de Cádiz a 3, las de Córdoba a 3, las de Huelva a I y a 7 las de 
Sevilla, cuya Audiencia territorial ofrece así un total de 14. 
Un Juez de quiebra en la Audiencia territorial de Albacete hubie-
ra tenido, pues, que tramitar l 6 quiebras y suspensiones de pagos du-
rante el año 1924 y 12 en 1925, un Juez de quiebra de la Audiencia 
de Valencia 23 en 1924 y 28 en 1925; un funcionario judicial de igual 
clase en Sevilla 20 en 1924 y 14 en 1925. 
Pero, aunque el número de suspensiones de pagos y quiebras en 
las tres Audiencias territoriales citadas como ejemplo, no sea excesivo, 
y suponiendo que los comerciantes no pequeños representen sólo las 
dos terceras partes de los declarados en suspensión de pagos y en 
quiebra, fíjese la atención en las dilaciones y retrasos que ha de sufrir a 
cada momento la tramitación de los expedientes y juicios correspon-
dientes si el Juez de quiebra de cada Audiencia territorial vése obliga-
do a tramitar varias quiebras y suspensiones de pagos a la vez, trasla-
dándose continuamente de Albacete a Ciudad Rea!, a Cuenca, a Mur-
cia, de Valencia a Castellón y Alicante, y de Sevilla a Cádiz, Córdoba 
y Huelva o vice-versa, y cuenta que no debe perderse de vista que la 
tramitación dura por lo general más de un año y que cada Juez habrá de 
atender no sólo a las que se declaran durante el año, sino a algunas de 
las que vienen tramitándose años anteriores, lo cual producirá nue-
vas demoras, perjudiciales siempre para la administración de jus-
ticia, y a mayor abundamiento cuando la finalidad principad que se 
persigue al crear estos Juzgados es la brevedad en el procedimiento. 
No se comprende fácilmente como, reconociéndose por todos, 
técnicos y no técnicos, las ventajas de una jurisdicción especial mer-
cantil, transcurran los años, sin que sean nunca un hecho los ofreci-
mientos de nuestros gobernantes. 
Hombres de todas las escuelas y matices políticos que preconiza-
ron desde la oposición las excelencias de un Jurado mercantil, como 
Maura, Durán y Bas, Silvela, Dato entre los conservadores, Alonso 
Martínez, Montero Ríos, Ruiz Capdepón, García Prieto entre los libera-
les, han desfilado por el poder, olvidando sus solemnes promesas 
cuando tuvieron ocasión de cumplirlas y realizarlas. 
Puso don Miguel Vilianueva, al reorganizar las Cámaras de Co-
mercio en 21 de Junio de 1901, como condición para el establecimien-
to de Tribunales de Comercio, que las Cámaras mismas se hicieran 
valedoras de este anhelo ante los poderes públicos, conquistando el 
apoyo de la opinión, que tantas veces se ha manifestado desde enton-
ces favorable a la reforma. 
Y don José Canalejas, en su ley sobre Propiedad Industrial de 16 
de Mayo de 1902, llevó a la misma este precepto: 
«Art. 145. Las acciones civiles y criminales referentes a la propie-
dad industrial se entablarán ante los'Tribunales ordinarios que sean 
competentes por razón de materia. Se organizarán Jurados industriales 
a la brevedad posible, confiriéndoles las atribuciones adecuadas a su 
índole y transfiriéndoles la jurisdicción ahora conferida a los Tribuna-
les en la forma que la ley determine». 
No se implantaron tampoco los Jurados industríales, pero precisa-
mente en estos días el Ministerio de Trabajo, Comercio e Industria 
acaba de presentar su proyecto de nuevo régimen de privilegios indus-
triales y comerciales, en el que, después de encomiar «el funcionamien-
to de las Juntas y Tribunales especiales establecidos para esta materia 
en las naciones que marchan a la cabeza de la civilización y del movi-
miento industrial», recoge aquel ofrecimiento del Sr. Canalejas e inclu-
ye en su proyecto la siguiente disposición: 
«Art. 250. En los delitos por las falsificaciones y usurpación de 
patentes, marcas, modelos y dibujos y demás modalidades de esta ley, 
entenderá la jurisdicción ordinaria, mientras no se cree una jurisdic-
ción especial de carácter industrial o mercantil, conforme a lo precep-
tuado en el artículo 145 de la ley de 16 de Mayo de 1902.» 
La creación de un fuero especial industrial o mercantil no es, por 
lo tanto, un proyecto abandonado en las alturas gubernamentales: al 
contrario, semejante declaración hace suponer que se piensa en los 
Tribunales Comerciales y no se desiste de organizados. 
Solicitada la implantación de Tribunales especiales de Comercio 
por cuantas Asambleas y Congresos de comerciantes, de jurisconsul-
tos, de peritos mercantiles, de entidades industriales de todas clases se 
han celebrado durante los últimos cuarenta años en España, es de im-
prescindible y apremiante necesidad que se satisfaga aspiración tan 
generalmente sentida, cuando el mismo legislador español ha creado 
recientemente Tribunales industriales, Tribunales para niños, Tribuna-
les de inquilinos. Tribunales municipales. Jurado para la persecución 
de los delitos de contrabando. Jurado de Hacienda para la estimación 
del impuesto de utilidades. Tribunal arbitral para las reclamaciones 
ferroviarias y telefónicas. Tribunales para redención de foros. Tribuna-
les mixtos en la zona española de Marruecos, Comisiones revisoras 
de cuotas del retiro obrero. Comités paritarios para viviendas y ade-
más se pide la creación de Tribunales agrícolas y de aguas. 
El funcionamiento del Jurado mercantil, de creación inaplazable 
en España, contribuiría poderosamente al desarrollo de las transaccio-
nes comerciales y al fomento de la producción y la riqueza. 
E L P R O Y E C T O D E N U E V O CÓDIGO 
D E C O M E R C I O Y E L R E S T A B L E C I -
M I E N T O D E L A JURISDICCIÓN E S P E -
C I A L M E R C A N T I L 
Los que hemos seguido paso a paso, durante muchos años, la 
tenaz insistencia con que las sufridas clases comerciales han venido 
reclamando de los poderes públicos el restablecimiento, en una forma 
o en otra, de la jurisdicción especial mercantil, esperábamos que la 
Comisión general de Codificación, al evacuar el encargo de poner en 
armonía las reformas que se introducían en el libro I I del Código de 
Comercio, con los preceptos de los libros I , I I I y IV" del mismo cuerpo 
legal, recogería al fin esas constantes aspiraciones del comercio espa-
ñol, conformes por lo demás con la tendencia de nuestros días, en que 
surgen a cada momento nuevas jurisdicciones especiales, como los 
Tribunales industriales, los de ferrocarriles, los de reclamaciones de 
cuotas del retiro obrero y los mismos comités paritarios, para no citar 
sino las más recientes y modernas. 
El proyecto de nuevo Código de Comercio, a virtud de lo dispues-
to en la real orden de 26 de Septiembre último, se ha publicado en 
la G a c e t a ' á e 13, 14, 15 y 16 de Octubre, y si la jurisdicción espe-
cial mercantil no se restablece en él fundamentalmente, hay algo que 
permite confiar en que la información abierta hasta el 16 de Diciembre 
próximo demuestre la necesidad de dar un decidido paso de avance en 
el camino tímidamente iniciado por la Comisión Codificadora, si ésta 
ha de ser lógica y consecuente con principios que sienta en su propia 
obra y no ha de suscitar reparos en el desarrollo de concesiones reco-
nocidas y otorgadas por ella misma a los partidarios de la jurisdicción 
de que se trata. 
De valor inestimable es, en efecto, la afirmación que hace la citada 
Comisión al declarar que «aunque juzga que no puede accederse a la 
creación de una jurisdicción especial mercantil reclamada por muchos, 
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parece de alta conveniencia facilitar la solución de los conflictos jurí-
dicos por trámites breves y con la intervención de personas expertas en 
asuntos mercantiles*. 
Señala después la Comisión con prolijidad reglas especiales para 
las suspensiones de pagos, limitando el procedimiento escrito para 
aquellos expedientes en que el número de acreedores exceda de dos-
cientos, y al hablar de las quiebras, en el artículo 46 del libro I V , em-
pléase por primera vez la denominación de Juez de la quiebra, nueva 
categoría judicial que instituye la Comisión y que desenvuelve en un 
Apéndice con bases para regular el procedimiento en la suspensión de 
pagos y en las quiebras, en cuyas bases se dice: 
«1.a De la suspensión de pagos y quiebras del pequeño comercian-
te entenderán los Jueces de primera instancia de su domicilio, a no ser 
que, por razones de interés público, fuese nombrado Juez especial pol-
la autoridad correspondiente. 
De los demás expedientes de suspensión de pagos y juicios de 
quiebra corresponderá conocer y resolver al Juez o Jueces de quiebra 
de la Audiencia territorial donde se halle enclavado el domicilio del 
comerciante. 
2.a Para el cumplimiento de lo propuesto en la base anterior, el 
Gobierno nombrará en cada Audiencia territorial uno o más Jueces o 
agrupará varios territorios, cuando lo estime posible, designados para 
que entiendan en todos los asuntos de esa clase que se promuevan en 
los límites de su jurisdicción. 
Asimismo será designado un Secretario permanente o temporal 
por turno entre los de su clase». 
¿Estos trámites breves y orales y esta figura del Juez o Jueces de 
quiebra de la Audiencia territorial y Secretarios permanentes o tem-
porales no son un reconocimiento implícito de la jurisdicción especial 
mercantil? 
¿Y ese Apéndice con las bases para regular el procedimiento en 
las quiebras y suspensiones de pagos no es lo que mejor debiera lla-
marse y se llama en otros países ley de Enjuiciamiento mercantil? 
La misma Comisión parece autorizarnos para pensarlo así, cuan-
do, después de decir que la calamidad económica de la quiebra bien 
merece que se intente combatirla con rapidez y energía de cirujano, y 
después de hacer intervenir en ella desde el primer momento al Minis-
terio fiscal, termina su exposición de motivos de la proyectada reforma 
con estas palabras: 
<Y si el ejemplo de los Códigos de Comercio y leyes procesales 
mezclando y confundiendo lo sustantivo y lo adjetivo en estos nego-
cios demuestra ser cierto lo que decimos de su difícil separación, se 
no$ perdonará—lo esperamos —que demos en las bases adicionales 
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ocasión para que pronto, y con las demás intervenciones y asesora-
mientos que se consideren precisos, acuda el procedimiento rápido, 
sencillo y económico a curar tantos males y a evitar tantas desdichas 
como acompañan a esos juicios universales». 
Preciosa confesión la de que con las demás intervenciones y ase-
soramientos necesarios se acuda pronto a curar los males de las quie-
bras; pero ¿es que, reconocido y proclamado el principio, no son pre-
cisos esos mismos asesoramientos e intervenciones para los demás 
negocios y contratos comerciales? 
¿Para qué mezclar lo sustantivo y lo adjetivo en los Códigos de 
Comercio y en las leyes procesales cuando lo sustantivo debe ser úni-
camente materia de los Códigos de Comercio y lo adjetivo reservarse 
para las leyes de Enjuiciamiento o procesales? 
Causas y litigios comerciales existen tan complicados a veces 
como las mismas quiebras, y si se crean Jueces de quiebra, la compe-
tencia de dichos funcionarios debe extenderse a esos otros litigios 
cuando su cuantía rebase determinado límite. 
El Juez de quiebra de la Audiencia territorial en que se halle 
enclavado el domicilio del comerciante, ¿dónde residiría? ¿Cómo CIMH-
pliría su misión para que fuera todo lo tutelar y eficaz que se preten-
de? Y lo mismo cabe decir del funcionario del Ministerio fiscal que ha 
de intervenir en las quiebras. 
Las innovaciones que propone la Comisión general de Codifica-
ción requieren un detenido estudio para que el arduo problema del 
reconocimiento de la jurisdicción mercantil, una vez planteado por el 
poder ejecutivo, se resuelva en su totalidad y no en parte y de una 
manera incompleta, habiendo llegado el momento de que el Consejo 
Superior de Cámaras de Comercio, el Consejo Superior Bancario, la 
Academia de Jurisprudencia y Legislación, los Colegios de Abogados, 
las Cámaras de Comercio y demás organismos a que alude la real 
orden de 26 de Septiembre último expongan en la información ante 
la Dirección general de Justicia su criterio. 
Sin eso la reforma no tendrá la debida amplitud, y si se desapro-
vecha la ocasión, habremos de renunciar por tiempo al logro de aspi-
raciones tan legítimas y beneficiosas para el comercio en general cuan-
tos creemos que no es de justicia negar a las clases mercantiles lo que 
se viene concediendo a otras clases sociales sin que se entienda que 
las demás jurisdicciones especiales, cuyo número crece de día en día, 
atente a la unidad de fueros ni merme las prerrogativas, ni las faculta-
des del poder judicial histórico. 
(De L a Voz, de Madrid, de 3 de Noviembre de 1927). 
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A B O G A D O S Y C O M E R C I A N T E S A UNA 
R E C L A M A N E L J U R A D O M E R C A N T I L . 
La publicación en la Gaceta del proyecto de reforma de los libros 
I , I I I y I V del Código de Comercio plantea y hace que adquiera estado 
y carácter de actualidad un viejo problema de legislación española o 
sea la demanda, tantas veces reiterada, de que se restablezca la juris-
dicción especial mercantil, no en la antigua forma de los Tribunales 
de Comercio abolidos en 1868, sino mediante la adaptación de aquélla 
a las doctrinas y prácticas modernas, que, lejos de representar un 
obstáculo para el logro de esta plausible aspiración de las clases comer-
ciales, ofrecen por el contrario toda suerte de facilidades a la realiza-
ción del empeño, coincidiendo en patrocinarlo por igual hombres de 
negocios y hombres de leyes. 
Desde hace medio siglo, esto es, casi desde el mismo punto y 
hora en que los Tribunales de Comercio fueron suprimidos, no hánse 
celebrado, en efecto. Congresos de jurisconsultos, ni Asambleas de 
Cámaras de Comercio sin que unos y otras hayan solicitado la conce-
sión de esa jurisdicción especia!, resultando cosa anómala y verdade-
ramente inexplicable que, mientras se instituyen entre nosotros tribu-
nales de peculiar constitución para reclamaciones del más diverso 
género, como conflictos industriales, telefónicos y ferroviarios, liqui-
dación de cuotas del retiro obrero, foros, viviendas y muchas otras, no 
se atienda la petición a que nos referimos y que tiene en su abono el 
hecho singular de que sean los abogados, tanto como los comercian-
tes, los que más se han distinguido en su apoyo y defensa. 
Que los comerciantes en sus reuniones periódicas mantengan un 
día y otro día, un año y otro año, con ejemplar perseverancia, el pedi-
mento de su jurisdicción especial, no ofrece nada de extraño. Son al 
fin y a la postre, se dice, los mismos interesados y pueden apasionarse 
por una causa que es la propia. 
Pero tal argumento pierde toda su fuerza si los poderes públicos 
se fijan en que con idéntica insistencia solicitan el restablecimiento de 
la jurisdicción mercantil los peritos en derecho, aquéllos de cuyas 
filas salen magistrados, fiscales y jueces, es decir, los que pudieran 
más tarde estimar o sentir invadidas sus atribuciones por esa jurisdic-
ción cuando administran justicia, y que, sin embargo, claman y recla-
man por una situación jurídica más perfecta que la de ahora en las 
contiendas comerciales. 
No cabe olvidar que a raíz de la supresión de los antiguos Tribu-
nales de Comercio fueron las Facultades de Derecho de nuestras Uni-
13 
versidades, entre otras, establecidas en centros tan importantes de la 
vida económica nacional como Barcelona y Valencia, las que iniciaron 
la aplicación del principio del Jurado a los litigios mercantiles, coinci-
diendo en esta dirección científica con el pensamiento de Pérez Pujol, 
Gabriel Rodríguez, Sanromá y otras personalidades eminentes del foro 
en el último tercio del siglo pasado, y que desde el Congreso Jurídico 
Español de 1886 convocado por la Academia de Jurisprudencia y Legis-
lación Matritense al de Abogados Españoles reunidos en 1917 en San 
Sebastián, sin prescindir del Congreso Jurídico Ibero-Americano cele-
brado en Madrid el año 1892, la tendencia de instituir un Jurado Mer-
cantil para resolver las cuestiones de hecho en asuntos comerciales y 
un Jurado industrial para los conflictos referentes a derechos de la 
propiedad industrial ha ido afirmándose en la conciencia jurídica 
nacional hasta el punto que el tiempo transcurrido desde 1868 no ha 
sido motivo para que se entibie el fervor con que nuestros letrados 
vienen mostrándose favorables al restablecimiento de la jurisdicción 
especial de comercio. 
Es más: en el Congreso Jurídico Español de 1886 por 291 votos 
contra 74 y con 40 abstenciones aprobóse la siguiente conclusión: 
«Las cuestiones de hecho que en asuntos mercantiles se susciten, 
podrán ser sometidas a la apreciación y resolución de un Jurado de 
comerciantes.» 
No hubo entonces, es cierto, unanimidad; pero, en cambio, el 
Congreso de Abogados Españoles de 1917 en San Sebastián aprobó, 
sin debate, la que transcribimos a continuación: 
«Para la acertada resolución de todas las cuestiones litigiosas que 
se susciten en el orden de las relaciones jurídicas de índole mercantil, 
procede organizar dentro de la jurisdicción ordinaria Tribunales de Co-
mercio, dando entrada en los mismos al Jurado comercial. 
Los Jurados mercantiles conocerán de los hechos que sirven de 
supuesto o causa ocasional de la regla jurídica, reservando a los jueces 
profesionales la resolución de los problemas de derecho planteados, a 
semejanza de lo que ocurre con los Tribunales industriales.» 
Como se ve, hace cuarenta años, en 1886, todavía se discutía la 
especialidad de esta jurisdicción: hace diez, en 1917, el acuerdo de pe-
dir su restablecimiento se adoptaba unánimente por los abogados es-
pañoles. 
Prueba irrebatible del interés que merece a nuestros jurisperitos 
el problema es, por otra parte, que al inaugurarse el curso en la Acade-
mia de Jurisprudencia y Legislación, dos veces en el espacio de cator-
ce años, los presidentes de este centro de superior cultura jurídica del 
país eligieron para sus discursos el tema de los Tribunales de Comer -
cio: el primero, en 4 de Febrero de 1910, Don Manuel García Prieto, 
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quien sintetizaba su opinión en estos términos: «Un Jurado comercia 
designado por elección directa de todos los comerciantes de cada pla-
za, cuyas funciones fuesen temporales, y presidido por un Magistrado, 
a ser posible especialista en materia mercantil, sería, en mi concepto, 
el ideal a que, en el estado actual de nuestro derecho y de conciencia 
jurídica, podemos aspirar, pues satisfaría los legítimos anhelos de la 
clase mercantil, no quebrantaría ningún principio esencial de nuestro 
derecho constitucional y obviaría en lo posible los inconvenientes 
que pudiera ofrecer cualquiera otra organización de los Tribunales de 
Comercio»; el segundo, en 4 de Noviembre de 1923, Don Francisco 
Bergamín y García, quien sostuvo la constitucionalidad de la creación de 
Tribunales especiales, recordando como ejemplo que el fuero de Gue-
rra existía sin que a nadie se le hubiera ocurrido decir que este fuero 
estuviese en pugna con la Constitución vigente y terminaba su discur-
so inaugural afirmando que ello demostraba la necesidad de mantener, 
cuando la naturaleza de los actos que van a ser juzgados y el derecho 
que los regula es especial, una jurisdicción especial también, y dedu-
ciendo como conclusión que podían restablecerse los Tribunales de 
Comercio. 
Otro ilustre jurisconsulto, don Eduardo Dato Iradier, que también 
desempeñó la presidencia de la Academia de Jurisprudencia y Legis-
lación, al impugnar el 29 de Noviembre de 1894 en el Congreso de los 
Diputados el dictamen del proyecto de reforma del Código de Comer-
cio y de la ley de Enjuiciamiento civil en lo relativo a suspensión de 
pagos y quiebras, manifestó así mismo su juicio favorable al restableci-
miento de la jurisdicción especial mercantil. He aquí sus palabras: 
«La opinión, por lo menos la más seguida entre los jurisconsultos 
en la actualidad, está reclamando la adopción de un procedimiento 
mercantil para ios asuntos de comercio, que tanta importancia tienen 
en la vida moderna; y la Comisión, en vez de traernos un procedimien-
to mercantil, en vez de pensar en si ha llegado el caso de restablecer 
los Tribunales de Comercio que los más ilustres abogados de nuestro 
foro recuerdan como institución beneficiosa para la administración 
de justicia en los asuntos mercantiles, en vez de buscar procedimien-
tos sencillos y remedios radicales para los males que lamentamos, se 
ha contentado con traer aquí una reforma iniciada en otras partes, 
recogiendo lo que en folletos y artículos de revistas doctrinales se 
indicaba como panacea para evitar las defraudaciones a que se han 
prestado hasta la fecha los expedientes de suspensión de pagos por 
los abusos de unos y otros». 
Y en la misma discusión parlamentaria el señor Dato añadía: 
«Lo que el comercio de Madrid, como en toda España, solicita, es 
el restablecimiento de los Tribunales mercantiles; es el establecimien-
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to del Jurado mercantil, aspiración a que llegan muchos de los que en 
otras materias se ocupan; el restablecimiento, cuando menos, de los 
Tribunales de Comercio, y como base fundamental de toda ley adjeti-
va en materia mercantil, la simplificación de los t rámites». 
Así han pensado siempre y siguen pensando, sin duda, los hom-
bres de ley en España, y así es de esperar que, consecuentes con sus 
tradicionales puntos de vista que tanto les enaltecen por su desinterés 
y su elevación de miras, lo pongan una vez más de manifiesto en los 
informes que por real orden de 26 de Septiembre de 1927, inserta en 
la Gaceta de 13 de Octubre último, están invitados, entre otras corpo-
raciones, la Academia de Jurisprudencia y Legislación y los Colegios 
de Abogados y Notariales y demás organismos análogos de carácter 
jurídico a emitir acerca del proyecto de reforma de los libros I , I I I y I V 
del Código de Comercio durante plazo de dos meses que expira el día 
16 de Diciembre próximo. 
Entre las innovaciones que en él propone la Comisión general de 
Codificación, aparece por vez primera en nuestras leyes la institución 
de un Juez o Jueces de quiebra en las Audiencias territoriales, y, aun-
que la referida Comisión declara en la exposición de motivos del pro-
yecto que, a su juicio, no puede accederse a la creación de una juris-
dicción especial mercantil, reconózcase que de ese Juez o esos Jueces 
de quiebra de las Audiencias territoriales al Jurado mercantil no media 
gran distancia, ni sustancial diferencia, y ese paso es el que se presenta 
ahora ocasión de salvar, procurando que el proyecto 'no se convierta 
en decreto-ley sin que sea una realidad la aspiración del establecimien-
to de un Jurado mercantil, tan afanosa e incesantemente mantenida por 
abogados y comerciantes, por hombres de leyes y hombres de ne-
gocios. 
(De E l L ibera l , de Madrid, de 2 de Nevíembre de 1927). 
LA UNIDAD D E F U E R O S Y L A S JAJ-
R I S D I C C I O N E S E S P E C I A L E S . 
No hemos de negar que fueron varias y en cierto modo justificadas 
Jas causas determinantes de la supresión en 1868 de los Tribunales de 
Comercio. La principal de ellas provenía de los conflictos de jurisdic-
ción que suscitaba con frecuencia el funcionamiento de estos Tribuna-
les, porcia forma deficiente en que el Código de Comercio de 1829 de-
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finía la competencia de los mismos. Cerradas las Cortes durante el pe-
ríodo de 1823 a 1833, Ia redacción de aquel cuerpo legal fué encomen-
dada a una Comisión que elaboró un proyecto calco servil del Código 
napoleónico, preferido por ella a la tradición genuinamente española de 
nuestros Consulados de mar y sus célebres Ordenanzas, dejando en 
una gran indeterminación cuanto se refería a la competencia de la juris-
dicción privativa de comercio, y siendo motivo tal circunstancia de que 
apenas habían transcurrido cinco años desde la publicación del Código 
mercantil de 1829 cuando ya hubo de pensarse en su reforma y fueran 
numerosos los intentos para realizarla hasta que en 6 de Noviembre de 
1863, el Sr. Alonso Martínez, ministro a la sazón de Gracia y Justicia, 
presentó al Senado su proyecto de ley orgánica de los Tribunales de 
Comercio, retirado en la misma legislatura por el Gobierno, sin que 
llegara a discutirse. 
Traemos a colación este proyecto de ley orgánica de los Tribuna-
les mencionados, porque su autor, anticipándose a las razones que se 
adujeron algunos años más tarde para fundamentar la supresión de 
aquéllos, trató de corregir los defectos de que tales organismos adole-
cían, enumerando los casos en que correspondería exclusivamente a la 
jurisdicción mercantil, sean o nó comerciantes los interesados, el cono-
cimiento de las causas o pleitos de comercio y proponía que aquellos 
Tribunales sólo y taxativamente entendieran: 
I .0 De las acciones nacidas de actos que con arreglo al Código 
de Comercio sean mercantiles, 
2.° De las que procedan de letras de cambio, vales, libranzas o 
pagarés a la orden. 
3.0 De las negociaciones sobre efectos públicos o valores al por-
tador emitidos por el Estado, por las corporaciones administrativas o 
por las compañías para ello autorizadas, 
4,0 De las diferencias entre las compañías de comercio y sus so-
cios, o de éstos entre sí en los negocios a ellos referentes. 
5.0 D é l a s acciones nacidas dé la s operaciones de corretaje. 
6,° De las acciones de los comerciantes contra sus factores o 
mancebos en los asuntos concernientes a sus cargos, 
7.0 De las acciones que sobre pago de salarios deduzcan los 
factores, mancebos o cualesquiera otros dependientes de comercio. 
8,° De las acciones nacidas de los ajustes de la gente de mar. 
9,0 De las quiebras de los comerciantes y de las de sus testa-
mentarías o abintestatos. 
Es indudable que con la anterior o una parecida enumeración de 
los actos exclusivamente atribuidos a los Tribunales de Comercio se 
hubieran remediado, en gran parte, los males que se les imputaban, 
- i ; — 
mas el Gobierno quiso mejorar el proyecto, y después de retirarlo, no 
volvió a presentarlo. 
Llegó en\l868 la Revolución de Septiembre con su sentido alta-
mente nivelador e igualitario, y aunque las quejas que originaron los 
referidos conflictos de jurisdicción y sus interminables incidentes pro-
vocados por la mala fe de las partes, no debieron ser causa bastante 
para la supresión absoluta y completa de la mercantil, sino sólo para 
su reorganización y reforma, invocóse el principio de la unidad de fue-
ros, y jurisdicciones que no debían subsistir se confundieron equivo-
cadamente con otras, cuya permanencia estaba justificada, sufriendo 
tódas la misma suerte. , 
Fueron cuatro, efectivamente, los fueros especiales que suprimió 
el decreto-ley de 6 de Diciembre da 1868: el eclesiástico, el militar, el 
de Hacienda y el de comercio. 
Ocurría hasta 1868 que la jurisdicción de la Iglesia entendía de 
negocios civiles y causas criminales por delitos comunes de los ecle-
siásticos, y la militar de los negocios comunes civiles y criminales de 
los aforados de Guerra y Marina de todas clases retirados del servicio 
y hasta de los de sus mujeres, hiji s y criados, así como de los delitos 
comunes cometidos por la gente de mar y por los operarios de los arse-
nales, astilleros, fundiciones, fábricas y parques de Marina, artillería e 
ingenieros fuera de sus respectivos establecimientos 
De tales negocios civiles y procesos por delitos comunes de mil i -
tares y eclasiásticos dispuso en buen hora el decreto-ley de 6 de Di -
ciembre de 1868 que la jurisdicción ordinaria fuera la única competen-
te para conocer. 
A un estado de cosas serm-jantes se oponía, claro es, el principio 
dé l a unidad de fueros consignado por primera vez en el artículo 248 
de la Constitución de Cádiz, pVecepto que decía: «En los negocios 
comunes, civiles y criminales no habrá más que un solo fuero para 
toda clase de personas», precepto reproducido en el artículo 4 de la 
Constitución de 1837, en el 5 de la de 1856, en el QI de la de 1869 y 
hasta en el 75 de la vigente de 1876. Es decir que todas nuestras leyes 
políticas fundamentales vienen conformes en que no puede, ni debe 
haber más que un solo fuero para todos los españoles en los juicios 
comunes, civiles y criminales, y este precepto no se cumplía mientras 
las jurisdicciones eclesiástica y militar hubieran seguido entendiendo 
de los de sus aforados, como entendieron hasta 1868. 
Pero, si en la supresión de esos dos fueros por razón de la perso-
na obró con excelente acuerdo la Revolución de Septiembre, no proce-
de ciertamente sustentar igual criterio respecto a los otros dos fueros 
suprimidos en 1868, al de Hacienda y al de comercio. 
Los Juzgados especiales de Hacienda entendían de delitos de 
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contrabando y defraudación, y aunque reformada, existe en la actuali-
dad una jurisdicción especial de Hacienda: trátase de un fuero, el de 
Hacienda, como el de Comercio, por razón de la materia o la cosa, y 
no por razón de la persona; y a una jurisdicción privativa mercantil, 
como a tantas jurisdicciones privativas, que han ido creándose con pos-
terioridad a 1868, sobretodo en los últimos años, no obsta, ni'puede 
ni debe obstar la unidad de fueros, conquista moderna sagrada y mere-
cedora de todas las alabanzas y respetos, 
¿Cómo podía ser atentatoria al principio de la unidad de fueros 
proclamado por la Revolución de Septiembre la existencia de un fuero 
especial de comercio, cuando Don José Echegaray, al disolver en 20 de 
Septiembre de 1869 como ministro de Fomento la Comisión encarga-
da por real decreto de 8 de Agosto de 1855 de revisar el Código de 
Comercio y la ley de Enjuriciamiento mercantil, nombraba nueva Co-
misión para proponer la reforma de uno y otro cuerpo legal, encomen-
dándole el estudio con especial esmero de la institución del Jurado en 
sus aplicaciones a los negocios mercantiles? 
Todo depende, pues, de que al restablecerse la jurisdicción espe-
cial mercantil, se ponga sumo esmero y cuidado en fijar sus lindes pa-
ra que no se produzcan conflctos, siempre perjudiciales y lamentables, 
entre ella y otras jurisdicciones y de que se tenga, además, en cuenta 
la experiencia adquirida durante el tiempo que ha funcionado en Espa-
ña el Jurado. 
El mismo preámbulo de la Constitución de 1812, de donde arran-
ca el principio de la unidad de fueros, razonaba la regla, admitiendo las 
excepciones, en los siguientes términos: 
«La potestad judicial'queda del todo organizada bajo los princi-
pios establecidos; pero al mismo tiempo es preciso considerar que la 
naturaleza de ciertos negocios, el método particular que conviene al 
fomento de algunos ramos de industria, juntamente con los Reglamen-
tos y Ordenanzas, que más que al derecho privado, pertenecen al dere-
cho público de las naciones, pueden exigir Tribunales especiales y de 
un arreglo particular. Los Consulados, los asuntos de presas y otros 
incidentes de mar, las Juntas o Tribunales de minería en América, y 
tal vez el complicado y vicioso sistema de rentas, mientras no se refor-
me desde su raíz, podrán requerir una excepción de la regla general de 
Tribunales. La naturaleza variable de sus negocios es la que ha de deci-
dir si deben subsistir o extinguirse; y ésto nunca puede ser objeto de la 
Constitución, sino de leyes particulares». 
Sancionada fué, en su consecuencia, por los propios legisladores 
de Cádiz, gloriosos fundadores de todo nuestro régimen parlamentario 
y constitucional, la existencia de jurisdicciones privativas en casos 
especiales; y entre éstas, ninguna a buen seguro más justificada en bue-
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nos principios de derecho, ni más pedida y reclamada por la opinión 
que la de un Jurado mercantil, bien orientado en las corrientes moder-
nas y con vistas a las demás naciones de Europa y América que cuen-
tan, entre sus instituciones jurídicas, Tribunales especializados, bajo 
distintos nombres, en asuntos de comercio, ya se compongan única-
mente de comerciantes, como en Francia, ya exclusivamente de jueces 
letrados, como en varios países americanos, ya de uno y otro elemento 
sabiamente combinados, como podría hacerse en España, 
(De E l L ibera l , de Madrid, de 9 de Noviembre de 1927). 
J U E C E S DE QUIEBRA NO, SINO J U E -
C E S D E COMERCIO. 
Que ningún precepto de la Constitución ni de nuestras leyes sus-
tantivas opónese a que puedan concurrir jueces y comerciantes a un 
mismo tiempo para administrar justicia en asuntos mercantiles inte-
grando un solo y único organismo, quedó demostrado por dos recien-
tes disposiciones del poder ejecutivo, en cuya preparación no intervi-
no, sin duda, la Comisión general de Codificación, si bien no por eso 
es menos cierto que han merecido general acatamiento y adhesión de 
nuestros togados y vienen cumpliéndose sin reparo ni queja de nadie. 
Y aunque existen en España numerosos precedentes de tribuna-
les constituidos en parte por elementos extraños a la judicatura, como 
los tribunales para niños, algunos de Hacienda, los hoy en suspenso 
municipales y de inquilinos, los mismos Juzgados de paz y de prime-
ra instancia asistidos, en nuestra zona de influencia en Marruecos, de 
dos adjuntos españoles o musulmanes e israelitas, los dos casos típi-
cos que pueden presentarse como de perfecta aplicación a un fuero 
real, no personal, de comercio, son los Tribunales especiales regula-
dos por decreto-ley de 25 de Junio de 1926 «al efecto de armonizar 
las encontradas pretensiones de foristas y foreros sobre pago de pen-
siones, reconocimiento dé foros, redención, consolidación y demás 
cuestiones que puedan suscitarse entre ellos con respecto a las presta-
ciones forales», y los Tribunales industriales reorganizados en 23 de 
Agosto de 1926. Cuestiones de pleno derecho civil, cuyo conocimien-
to estaba atribuido hasta ahora a la jurisdicción ordinaria, resuelven 
estas dos especialidades de Tribunales, y véase, no obstante ello, su 
composición. 
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Los Tribunales especiales para las reclamaciones sobre foros, 
intégranse por el Juez de primera instancia del partido judicial en 
que se paguen las pensiones, asociado del Registrador de la Propiedad 
y del Notario de la cabeza del partido, así como de dos vocales que 
no necesitan ser letrados, nombrados uno por la parte demandante y 
otro por la demandada. 
Concurren a la formación de los Tribunales industriales un fun-
cionario de la carrera judicial, presidente, y de dos Jurados y un 
suplente, patronos, y dos Jurados y un suplente, obreros. 
Cuando se pide el establecimiento de un Jurado mercantil, no 
puede, por consiguiente, objetarse que ello implicaría novedad peli-
grosa, bajo punto de vista alguno, para los altos intereses de la admi-
nistración de justicia. Los hechos se imponen, y si ambas clases de 
jurisdicciones mixtas funcionan y el mismo poder que las creó, conti-
núa rigiendo y la experiencia abona, por otra parte, el éxito de su 
implantación, el ejemplo debe cundir y el Jurado comercial instituir-
se, tomando, al fin, carta de naturaleza entre nosotros y modelándose, 
si no se quiere darle otra forma, en esos mismos Tribunales industria-
les y de foros. 
Por variedad de razones sería preferible, en nuestro sentir, esta 
solución a la del Juez o Jueces de quiebra de las Audiencias territoria-
les que propone la Comisión general de Codificación, 
Claro es que para la quiebra de una gran entidad o Banco de Cré-
dito el nombramiento de un Juez especial por motivos de interés 
público puede ser un acierto y la facultad de designarlo, según ya hoy 
existe, debe subsistir. Pero no se trata de eso. El proyecto distingue 
de suspensiones de pagos y de quiebras y establece dos clases o cate-
gorías de ellas: las de menor cuantía o sea de pequeños comerciantes, 
cuando el activo no. pase de $0.000 pesetas en las suspensiones de 
pagos y el pasivo no exceda de la misma cantidad en las quiebras, y 
las demás que llamaremos de mayor cuantía. La Comisión, si no 
interpretamos mal su pensamiento, entiende que de las primeras, esto 
es, de las de menor cuantía, deben seguir conociendo los Jueces de 
primera instancia, pero que de las de mayor cuantía o sea de todas las 
demás que no sean de pequeños comerciantes, debe conocer y resol-
ver un Juez llamado de quiebra de la Audiencia territorial donde se 
halle enclavado el domicilio del comerciante y designado para todos 
los expedientes de suspensiones de pagos y quiebras de los no peque: 
ños comerciantes que se promuevan en los límites de su jurisdicción. 
Juez que podrá trasladarse, si la importancia del asunto lo requiere, al 
sitio donde sea necesario o conveniente tramitarlo en opinión de la 
Sala de Gobierno de la Audiencia. Y dice esto la Comisión Codifica-
dora a continuación de proponer que ese Juzgado o esos Juzgados de 
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quiebra tengan su residencia en la población que el Gobierno consi-
dere de mayor importancia mercantil. 
No se nos alcanza cómo habrán de funcionar estos Jueces de 
quiebra trasladándose de su residencia a otros sitios, sin que sufran 
quebranto los intereses de la justicia, cada vez que el traslado se esti-
me preciso. Se atenderá a la tramitación de unas quiebras o suspensio-
nes de pagos, desatendiéndose la de otras, porque un funcionario de 
la carrera judicial no puede compararse a un ingeniero agrónomo, por 
ejemplo, al que se encarga de una cátedra ambulante de agricultura o 
de ciertas comisiones de servicio. 
No nos explicamos tampoco cómo se adaptarán estos funcionarios 
dentro de la organización judicial, ni se expresa cuál será su jerarquía. 
Por último, la creación de semejantes Jueces con sus dietas perma-
nentes o casi permanentes de viaje ocasionará gastos de no escasa con-
sideración al Tesoro, aspecto económico que no debe olvidarse, si esos 
gastos no son absolutamente necesarios. 
Añádase a lo expuesto que el Juzgado de quiebra no sería unifor-
me, ni se extendería a todo el territorio, adoleciendo su jurisdicción 
del mismo defecto que ofrecían los antiguos Tribunales de Comercio 
y que se invocaron para solicitar su supresión: que sólo se crearon en 
determinadas poblaciones. 
Si el juicio de quiebra reclama preferente atención en los encar-
gados de adiuinistrar justicia, no es sólo ella el único litigio mercantil 
que necesita la rapidez y la energía de cirujano, a que la Comisión de 
Codificación alude. 
Todo litigio mercantil debe resolverse rápidamente, tan rápida-
mente como las quiebras. Y este resultado tan sólo se obtendría ins-
tituyendo Tribunales en que se compenetren, como se compenetran 
en los industriales y en los de foros citados antes, el Juez de derecho y 
el Juez comerciante, aportando cada uno sus conocimientos peculiares 
para que la justicia en asuntos mercantiles pueda administrarse, ade-
más de rápidamente, con la debida competencia y acierto en los 
juzgadores, apreciando unos el hecho y aplicando otros la regla jurídica. 
El Juez de primera instancia del partido o el designado por el 
Gobierno donde hubiera varios, presidiría el Tribunal de Comercio o 
el Jurado mercantil, como preside el Tribunal industrial y el de reden-
ción de foros. Este Juez por su práctica en litigios mercantiles, llegaría 
a especializarse en ellos y podría procurarse que el desempeño del car-
go durante un cierto período de años fuera condición que se exigiera 
para que a las Salas de lo civil de las Audiencias territoriales o a la 
correspondiente del Tribunal Supremo siempre perteneciera un magis-
trado que hubiera presidido, siendo Juez, un Tribunal de Comercio. 
Es la solución por la que abogan actualmente en Francia el ilustre 
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profesor Bonnecase y otros tratadistas de derecho mercantil. 
Respecto a los comerciantes, el censo electoral que tienen forma-
do las Cámaras de Comercio para la elección de sus Directivas, podría 
servir para la de un cuerpo de Jurados en las localidades o partidos 
judiciales donde el número y la clase de comerciantes inscriptos lo 
permitiese, y de ese cuerpo de Jurados elegidos anualmente podrían 
sortearse dos vocales y conceder a la parte demandante y a la parte 
demandada el derecho de nombrar cada una otro vocal dentro del 
cuerpo referido, viniendo así cuatro comerciantes a formar el Tribunal 
bajo la presidencia del Juez de primera instancia. 
Y es de advertir que en la misma Francia, donde Tribunales de 
Comercio integrados exclusivamente por comerciantes llevan funcio-
nando más de un siglo, se persigue hoy esa feliz combinación de los 
dos elementos, el científico y el popular, como ideal en materia de 
jurisdicción mercantil, hasta el extremo que los organismos de esa cla-
se creados últimamente por dicha nación en Marruecos, en Túnez, en 
la isla de la Reunión y en otras varias de sus colonias, aparte de los que 
la vecina República ha respetado en Alsacia y Lorena, se componen ya 
de un Juez y de dos asesores comerciantes. 
(De E l L ibera l , de Madrid de 17 de Noviembre de 1927) 
LOS T R I B U N A L E S D E C O M E R C I O 
EN HISPANO-AMÉRICA. 
Cuando se reunió en 1923 el Primer Congreso Nacional del 
Comercio español de Ultramar, alguien intentó que se incluyera en el 
cuestionario el tema del restablecimiento de la jurisdicción mercantil 
en España, por entender que la creación de Tribunales de Comercio o 
de un Jurado mercantil entre nosotros contribuiría poderosa y eficaz-
mente al desarrollo de las transacciones comerciales entre nuestras an-
tiguas colonias de América y la que fué su metrópoli. 
No accedieron a la petición los organizadores del Congreso, quie-
nes, sin duda, no tuvieron en cuenta que para llegar a la por todos 
anhelada uniformidad de un derecho hispano-americaao es de sumo 
interés que las prácticas y costumbres comerciales no varíen esencial-
mente entre cuantos aspiran a un intercambio de productos, convi-
niendo en alto grado que instituciones jurídicas arraigadas por modo 
secular en una mayoría de los pueblos hispano-americanos se extien-
dan a los demás, y así únicamente ha de prepararse el camino para 
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futuros engrandecimientos de esos mismos pueblos en otros órdenes. 
Pues bien: debe reconocerse que en nada se ha conservado tan 
viva y amorosamente la tradición española como en el derecho mer-
cantil de América toda, y allí las Ordenanzas de Bilbao y los Consula-
dos de Mar mantienen en las leyes desde el Canadá al Paraguay un 
influjo que puede justamente envanecernos y constituye ante propios 
y extraños la mejor demostración de cómo el espíritu español informa 
la actual civilización americana, sin haber perdido el vigor que tuvo en 
los primeros siglos del descubrimiento. 
Hay, con efecto, especialidad de la jurisdicción mercantil más o 
menos acentuada en los Códigos de Comercio de la República Argen-
tina, de Bolivia, de Canadá, de Chile, de Costa Rica, de la Dominicana, 
del Ecuador, de Guatemala, de Haiti, de Nicaragua, del Paraguay, del 
Uruguay y de Venezuela. Y en algunos de estos Códigos libros ente-
ros dedicados exclusivamente a tratar de la organización de Tribunales 
en lo mercantil o de la administración de justicia en los negocios de 
comercio, y en otros de esos países leyes especiales de Enjuiciamiento 
o procedimiento civil títulos y capítulos que contienen reglas aplica-
bles a todos los negocios mercantiles. 
Ello se explica perfectamente, porque lo castizo, lo clásico, lo tra-
dicional en punto a la administración de justicia en los actos y causas 
de comercio, en España como en América, es el fuero especial mer-
cantil que si se abolió para España en 1868 y estuvo bien abolido por 
razón de la persona, no debió abolirse por razón de la cosa; y como 
los^efectos del decreto de unidad de fueros no trascendieron ni tenían 
para qué trascender a América , allí siguen como antes de 1868, con 
sus jueces letrados de comercio o jueces simplemente de comercio o 
jueces en lo comercial unos, con sus asesores de la clase de comercian-
tes otros, llamándose ya Juzgados, ya Tribunales, ya Consulados, fun-
cionando ora como Jurado, y ora existiendo especialidad de jurisdic-
ción no sólo para primera, sino para segunda instancia y hasta Corte 
Suprema o Salas de Casación, a cuyo conocimiento se reservan los 
negocios y causas mercantiles. 
Con razón en su notable obra sobre la «Evolución política de 
Amér ica» , al ocuparse de nuestra organización judicial en aquellas co-
lonias hasta que éstas se emanciparon, Raúl Carrancá pudo escribir: 
«Además de los tribunales comunes, la Iglesia los tenía especiales, de-
pendientes de los Obispos, pero sujetos también a la jurisdicción de la 
Audiencia, y el Ejército y la Hacienda los suyos. La minería y el .co-
mercio funcionaban con sus Consulados, tribunales cuyos miembros 
eran nombrados periódicam>ente por elección de mineros o de comer-
ciantes y que, aparte de sus atribuciones propiamente judiciales, po-
dían proponer al rey las medidas convenientes al fomento de sus ramos 
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y tener fondos propios, los cuales habían de aplicarlos a abrir caminos 
y crear Aduanas, Escualas, etc.» 
Claro es que de todos estos tribunales la acción progresiva del 
tiempo ha ido eliminando aquéllos que, como el de Guerra y el ecle-
siástico, también entre nosotros han desaparecido en la parte que afec-
taba a las causas civiles y criminales comunes, cuyo conocimiento era 
propio de la jurisdicción ordinaria; pero, nada más interesante y a la 
vez más halagüeño para nuestro sentimiento nacional que el estudio 
comparativo de las instituciones jurídicas vigentes de los pueblos ame-
ricanos, y señaladamente de aquéllos en que perduran con recia y viva 
raigambre el espíritu de la raza y la tradición hispánica. 
En la República Argentina, por ejemplo, el Código de Comercio 
vigente contiene las disposiciones que siguen: 
«Art. 25. Para gozar de la protección que este Código acuerda 
al comercio y a la persona de iosv comerciantes, deben éstos matricu-
larse en el Tribunal de Comercio de su domicilio. Si no hubiere allí 
Tribunal de Comercio, la matrícula se verificará en el Juzgado de Paz 
respectivo. 
A r t . 34. En cada Tribunal de Comercio ordinario habrá un re-
gistro público de comercio, a cargo del respectivo secretario que será 
responsable de la exactitud y legalidad de los asientos. 
Ar t . 1.544. Los Tribunales de Apelación en lo Comercial forma-
rán dentro de diez días de publicada esta ley, la lista de Contadores a 
que se refiere el artículo I.446, los que ejercerán su cargo durante el 
año 1903». 
El Código de Justicia Federal de la República Argentina, a su vez, 
establece las siguientes reglas». 
«Art . 62. Los Jueces de Comercio entenderán en primera instan-
cia de todos los. asuntos regidos por el Código y leyes de Comercio, 
con las limitaciones establecidas en esta ley y en la de Procedimientos. 
En los juicios de concurso comercial de acreedores, cuando de las düi-
gencias practicadas resultare que su monto no excede de dos mil pesos, 
dispondrán pasen los antecedentes al Juez de Paz respectivo. 
A r t . 63. Sus sentencias y resoluciones serán apelables en segun-
da y última instancia para ante la Cámara en lo Comercial. 
A r t . 78. Habrá dos Cámaras de Apelaciones: una en materia 
Civil y otra en materia Criminal, Correccional y Comercial. 
A r t . 81. La Cámara de lo Criminal, Correccional y Comercial 
conocerá en última instancia de los recursos contra las resoluciones de 
los respectivos Jueces letrados. 
A r t . 312. A los efectos de la ley sobre Justicia de Paz, la capital 
queda dividida en diez y seis secciones y en cada una de ellas habrá un. 
Alcalde y un Juez de Paz. 
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Ar t . 313- Habrá en la capital cuatro Jueces d é l o Civil, dos de 
Comercio, dos de lo Criminal y dos d é l o Correccional», 
La Constitución política de la República de Chile, por su parte, 
dice en el artículo I O I : «Los magistrados dé lo s tribunales superiores 
y los jueces letrados de primera instancia permanecerán durante su 
buena comportación. Los jueces de comercio, los alcaldes ordinarios y 
otros jueces inferiores desempeñarán su respectiva judicatura por el 
tiempo que determinen las leyes». 
El Código vigente de procedimiento civil de Chile, que se pro-
mulgó en 2 de Agosto de 1902, regula los juicios de comercio en gene-
ral, y previene respecto de ellos: 
«Art. 885. Los juicios de comercio, cuya cuantía no exceda de 
trescientos pesos se tramitarán verbalmente, conforme a 4as reglas 
establecidas para los juicios de menor cuantía. 
Ar t . 887. El procedimiento en los juicios de comercio, cuya 
cuantía exceda de trescientos pesos será el establecido para los juicios 
civiles de mayor cuantía; pero no habrá en ellos.escritos de réplica y 
dúplica, ni alegatos de bien probado, sino cuando el Tribunal lo ordene. 
La resolución que sobre este particular dicte será inapelable». 
Y la ley de organización y atribuciones de los Tribunales de Chile, 
de 15 de Octubre de 1875, dice: 
«Art. 37. Los jueces letrados conocerán: 
I .0 En primera o en única instancia, con arreglo a lo dispuesto 
en el artículo 24, de las causas de comercio, de minas y de hacienda, 
cualquiera que sea la cuantía». 
En Colombia el Código de Comerció de 1870, modificado en 
1873, dispone en su artículo 4.0 que «todo lo que en él se diga de 
Tribunales de Comercio debe entenderse igualmente dicho de aquéllos 
que hagan sus veces donde no los haya especiales» y en su artículo 
6.° que «los Tribunales de Comercio pueden comisionar a los Jueces 
de distrito algunas diligencias». 
En Costa Rica el decreto de 22 de Junio de 1853 implantó un 
nuevo Código de Comercio, cuyo libro V se titula «Dé la Administra-
ción de Justicia en los negocios de comercio» y los Tribunales que en 
él se establecían, están constituidos por un presidente, dos asesores y 
dos suplentes de la clase de comerciantes al por mayor matriculados 
por el poder ejecutivo. 
Siguiendo la estructura del Código español de Comercio de 1829, 
el de la República del Ecuador de 1878 dedica su libro V a la juris-
dicción mercantil y véase cómo regula la organización de los Tribuna-
les comerciales, no sólo en primera, sino en segunda y tercera ins-
tan cia: 
«Ar t . I .065. En las ciudades de Quito, Riobamba, Cuenca, 
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Guayaquil y Montecristi habrá Juzgados especiales de Comercio que 
administrarán justicia en los asuntos mercantiles de primera instancia. 
Ar t . 1.066, Los Juzgados de Comercio estarán a cargo de un 
Juez con la denominación de Juez consular de Comercio, el cual tendrá 
un suplente o sustituto para los casos de falta o impedimento. 
A r t . 1,067. En caso de falta o impedimento del principal y del 
sustituto, desempeñará el cargo de Juez de Comercio el Alcalde prime-
ro municipal o el que haga sus veces según la ley, 
A r t , 1,069, los demás cantones de la República hará de Juez 
de Comercio el Alcalde primero municipal o el que deba subrogarle 
según la ley. 
Ar t , 1.073. En la ciudad de Guayaquil habrá Tribunales de 
segunda y tercera instancia para los negocios mercantiles, 
Ar t , I .074. La municipalidad de Guayaquil eligirá en el tiempo 
y modo que indica el art. I . 0 8 I , veinticuatro Jueces destinados a for-
mar los Tribunales de segunda y tercera instancia, 
A r t . 1,076. El Tribunal de segunda instancia se compondrá de 
dos Jueces comerciantes y de un Abogado nombrado por éstos. 
El Tribunal de tercera instancia se compondrá de tres Jueces 
comerciantes y de dos abogados nombrados por los primeros, 
A r t . I.077, El Tribunal de segunda instancia será presidido por 
el Juez abogado, y el de tercera por uno de los dos abogados según 
el orden de su nombramiento». 
También existen Juzgados de Comercio en la República de Guate-
mala, donde los litigios mercantiles se regulan por la ley de Enjuicia-
miento mercantil de 20 de Julio de 1877, cuyo título I trata de la 
organización de los Tribunales de Comercio y su jurisdicción, estable-
ciendo, entre otras, las siguientes prescripciones: 
«Art, I .0 El conocimiento y resolución de los negocios mercanti-
les en la capital de la República, corresponden a un Juez de Comercio, 
y en los otros departamentos a los Jueces de primera instancia, 
A r t . 2.° Para ser Juez de Comercio, se requieren las mismas 
calidades que la ley exige para el cargo de Magistrado. 
A r t 5.0 El Juzgado de Comercio, presidido por el Juez letrado, 
tendrá el siguiente personal: un escribano, un oficial escribiente del 
Juez, un receptor y un comisario. 
A r t . 7.0 La Corte de Apelaciones y el Tribunal Supremo de 
Justicia conocerán respectivamente, en segunda y tercera instancia, 
de los negocios mercantiles en los casos en que, según la ley, proce-
dan los recursos ordinarios de revisión, apelación y súplica, y a su vez, 
el extraordinario de casación». 
En la República de Haiti conocen de los asuntos mercantiles un 
Tribunal de Comercio en Puerto-Príncipe, otro en Cabo Haitiano y cuatro 
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más en distintas localidades, componiéndose de un Decano y de dos 
a ocho Jueces asesores elegidos por la Asamblea general de comercian-
tes matriculados. 
En 6 de Octubre de 1898 la República del Paraguay promulgó su 
ley orgánica de Tribunales, de la que extractamos: 
«Art. 36. Los Jueces en lo Comercial conocerán en primera 
instancia: I .0 De todo asunto mercantil, cuyo valor exceda de qui-
nientos pesos. 2.° De los juicios de quiebras, cualquiera que sea el valor 
de los bienes. 
A r t . 52. Habrá dos Cámaras Superiores de Apelación, una de 
materia civil y otra en materia criminal y comercial. 
A r t . 53- Cada Cámara se compondrá de tres vocales». 
El Código de Comercio de la República Oriental del Uruguay 
dice en su artículo 45: «En el Juzgado letrado de Comercio de la capi-
tal habrá un Registro público y general de Comercio, a cargo del escri-
bano del mismo Juzgado, que será responsable de la exactitud y lega-
lidad de sus asientos. En cada pueblo cabeza de Departamento habrá 
otro Registro público de Comercio que será llevado por el Juez letrado 
departamental respectivo. Los Jueces departamentales remitirán men-
sualmente al Juzgado letrado de Comercio relación fehaciente de las 
matrículas y registros, la que será transcrita en los generales respec-
tivos», 
E l mismo Código añade en su artículo 90: «Todo corredor estará 
obligado a matricularse en el Juzgado letrado de Comercio de la capital 
o en el Juzgado letrado departamental de su domicilio». 
Del Código de Comercio de Venezuela son los siguientes preceptos: 
«Art. I.088. Las repectivas leyes orgánicas del poder judicial 
determinarán las localidades donde deben organizarse los Tribunales 
de Comercio a que se refiere este título, que se compondrán de un Juez 
de Comercio que será nombrado conforme se determina en las mis-
mas leyes orgánicas; de un secretario que será nombrado por el Juez, 
quien podrá removerlo libremente, y de un alguacil, por cuyo órgano 
se harán las citaciones, el cual será nombrado por el Juez, quien podrá 
removerlo libremente. 
A r t . I.089. Para ser Juez de Comercio se requiere: 
Ser abogado, y caso de no haberlo, ser o haber sido comerciante 
por mayor con cinco años de ejercicio; tener veinticinco años de edad, 
y ser ciudadano de Venezuela en el ejercicio de sus derechos políticos 
y civiles. 
A r t . I.090 Para que un comerciante pueda ser asociado en los 
Tribunales de Comercio de todos los grados, se requiere: 
Ser o haber sido comerciante por mayor, con tres años de ejercicio. 
Tener veinticinco años de edad. 
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Ser vecino del lugar en que reside el Tribunal. 
A r t . I.093. La jurisdicción comercial en primera instancia se 
ejerce por los Tribunales de Comercio, y donde no los hubiere, por los 
Tribunales civiles ordinarios de igual grado. 
En segunda y tercera instancia la jurisdicción la ejercerán los 
Tribunales civiles de igual grado». 
Unánse a los anteriores los Tribunales de Comercio organizados 
en la República Dominicana por el Código de Comercio de 1884, los 
de Nicaragua, los que existieron en Bolivia, el Perú y San Salvador, 
sin olvidar a los que funcionan en el Brasil y en el Canadá, este último, 
verdadero Jurado mercantil de tipo inglés. 
Puede afirmarse, por consiguiente, que en casi toda América exis-
ten Tribunales de Comercio, y si en algunos paises de aquel continen-
te no se conserva la jurisdicción especial mercantil, débese a circuns-
tancias excepcionales que antes confirman que desvirtúan la regla, 
como en Cuba, donde se suprimieron en 1868 al aplicarse el decreto 
de unificación de fueros, o en Honduras donde el Código de Comercio 
que rige en esta República desde 15 de Septiembre de 1898, inspirado 
exclusivamente en el nuestro de 1886, los abolió por amoldarse en todo 
a la corriente española. 
Cuando en España cada día se afianza y se siente más la necesidad 
de su acercamiento a los pueblos americanos y se persigue como un 
ideal el de la unificación del derecho y el establecimiento de un víncu-
lo jurídico mercantil entre aquellos países y la nación gloriosa que ha 
de ser siempre su progenitora y madre espiritual, no debemos des-
aprovechar la ocasión, quizá única y sin quizá decisiva que se presenta 
ahora, de la reforma de nuestro Código de Comercio en su totalidad, 
para ponernos al unísono con los pueblos americanos en materia de ju-
risdicción mercantil, hoy que se crean Tribunales especiales para la in-
dustria, para niños, para inquilinos, para reclamaciones ferroviarias, pa-
ra delitos de contrabando, para teléfonos, arbitrales de todas clases, y 
se proyectan para el trabajo y la agricultura, es decir para todos y en 
todo, menos para el comercio y en materia mercantil, no obstante la 
insistencia, digna seguramente de mejor suerte, con que vienen pidien-
do su restablecimiento todas las Cámaras de Comercio desde su funda-
ción en 1886, cuantos Congresos y Asambleas han celebrado las clases 
mercantiles en los últimos cincuenta años y hasta los Congresos Jurídi-
cos de 1886 en Madrid y de 1917 en San Sebastián. 
(De L a Voz, de Madrid, de 5 de Noviembre de 1926) 
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A S E S O R E S Y F I S C A L E S EN L I T I G I O S 
M E R C A N T I L E S -
La Comisión general Codificadora en la exposición de motivos de 
su proyecto de reforma del Código d é Comercio declara que a su juicio 
no procede la creación de una jurisdicción especial mercantil reclama-
da, dice, por muchos, si bien a continuación estima de alta convenien-
cia facilitar la solución de los conflictos jurídicos por trámites breves y 
con la intervención de personas expertas en asuntos mercantiles. 
Y al terminar la citada exposición de su proyecto, insiste en el 
propósito y habla nuevamente de las intervenciones y ase sor amientas que 
se consideren precisos en los expedientes de suspensión de pagos y 
en los juicios dé quiebra. 
La idea no es nueva. Dos veces se ha pretendido por el ministerio 
de Gracia y Justicia, al intentar la reorganización de nuestros Tribuna-
les, que éstos fueren asesorados en asuntos de carácter mercantil por 
personas expertas. J 
Fué Montero Ríos el iniciador de esta solución en su proyecto7de 
bases para la adaptación de los funcionarios judiciales y'deLJ^ínVslenp' 
fiscal presentado a las Cortes en 20 de Mayo de i S g s . ' ^ e c í ^ ^ 8 / ^ (fe 
las bases mencionadas: «Al hacer la reforma, se atendéis a"ío^íie3eli-
gen las novedades introducidas en la legislación por los C8rá?^oÍ^CfvW 
y de Comercio, y a las reclamadas por los adelantos de la ciencia del 
derecho y por la opinión pública respecto al acto de conciliac?ón,19a"P£p 
defensa por pobre, a la representación de los litigantes en jui2ioXaníaá> 
recusaciones maliciosas, a la asistencia de peritos para asesorar St 
bunal en las cuestiones mercantiles y en las demás que requiera para su 
acertado fallo una competencia especial, al importe de las costas* (fe 
cada litigante para que nunca puedan alcanzar al valor de la cosa l i t i -
giosa, y a los demás puntos cuya necesidad aparezca generalmente re-
conocida en los informes de los Tribunales y de las Corporaciones cien-0 
tíficas ». 
Un año más tarde, en 1/ de Octubre de 1894, el Sr, Ruiz Capde-
pón presentó nuevo proyecto para la reforma de las leyes orgánica del 
poder judicial y de Enjuiciamiento civil, en cuyo preámbulo se leía: 
«Por si torcidamente interpretado el precepto de la base 24.a, pudiera 
suponerse por algunos que afecta al principio de la unificación de fue-
ros, conviene indicar aquí, siquiera lo juzguen otros innecesario, que en 
nada amengua la competencia de los Tribunales ordinarios para cono-
cer de los asuntos de carácter mercantil la disposición que los autoriza 
para asesorarse de personas adornadas de conocimientos especiales, cuando 
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los elementos de hecho lo requieran por su especial naturaleza, sino 
que tiende, por el contrario, a facilitar el medio de que en todo caso, y 
cualesquiera que sean las dificultades que los asuntos esencialmente 
técnicos ofrezcan, puedan ser resueltos con pleno conocimiento de 
causa, quitando así todo motivo o fundamento a la tendencia iniciada 
de restablecer los Tribunales de Comercio en nuestra patria». 
Véase ahora la base 24.a aludida: «Cuando el Tribunal haya de 
resolver asuntos de naturaleza mercantil, cuyos elementos de hecho 
requieran para su decisión Conocimientos especiales, podrá asistirse 
de asesores que concurran al acto de la vista y den su parecer sobre 
los puntos de hecho que el Tribunal les someta. El nombramiento de 
asesores deberá hacerse saber a las partes con antelación bastante 
para que puedan ejercitar el derecho de recusación, que se decidirá, 
en su caso por comparecencia verbal ante el mismo Tribunal y sin 
recurso alguno*. 
Ninguno de ambos proyectos prosperó, no obstante los numero-
sos precedentes de tales cargos que existen en legislaciones extranje-
ras, ni fueron más afortunadas las Cámaras de Comercio y las Asocia-
cioñes Periciales Mercantiles que solicitaron en 1900 de los señores 
^^Ive j^^ Conde de Torreánaz, presidente del Consejo de ministros y 
minjsj^rci^ei (gracia y Justicia en aquella época, la creación de una plaza 
C f ^ ^ A ^ ^ í o s ^ ^ 3 " ^ desempeñada por titulares de la carrera de 
comercio en ÍQS Juzgados de primera instancia y demás Tribunales en -píe sup o l $ 1 J b 1 . i * - i (^u^jse^^jti^iderase el nombramiento de Asesor mercantil oportuno. 
• L STin^duda, teniendo en cuenta estos antecedentes, la Comisión 
{|en^rak(|ie Codificación evoca hoy la alta conveniencia de la interven-
( ^ n ^ ^ p l asesoramiento de personas expertas en asuntos mercantiles; 
per^ UD^  peregrino y singular del caso es que, examinado el proyecto 
de reforma del Código de Comercio en sus libros I , I I I v I V y exami-na B i r . a . n^do también el Apéndice de bases para regular el procedimiento en 
ía^suspensión de pagos y en las quiebras, no vemos en parte alguna 
del proyecto asesores, ni más intervenciones que la del Ministerio fis-
cal y la de los acreedores en ciertas diligencias de las suspensiones de 
pagos y las quiebras. 
•Habrá, sí. Jueces de quiebra, y éstos, siempre funcionarios de 
la carrera judicial, podrán llegara especializarse en la materia, funcio-
narios que, dice el proyecto, con la división del trabajo lograrán mayor 
eficacia y celeridad en los trámites judiciales. 
Pero obsérvese que una cosa es la rapidez o la celeridad y otra 
bien distinta el asesoramiento, y que si, además de los acreedores, los 
únicos que intervienen son los funcionarios del Ministerio fiscal, y el 
proyecto no propone que haya fiscales especiales de quiebra sino sólo 
Jueces de quiebra, a los funcionarios del Ministerio fiscal no se les pre-
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sentará ocasión para que puedan especializarse por su práctica en asun-
tos de comercio, y habrá que buscar otras personas que asesoren y se 
hallen adornadas de los conocimientos especiales, a que se refería el 
señor Ruiz Capdepón en las bases de su proyecto. 
Y no es que, en nuestro concepto, deba pedirse la designación de 
fiscales especiales de quiebra, como la Comisión de Codificación propo-
ne el nombramiento de Jueces especiales de quiebra. En los países en 
que, según acaece en Francia, los Tribunales mercantiles se componen 
exclusivamente de comerciantes, esa tendencia del fiscal de comercio 
gana de día en día prosélitos, porque en dichos países, a falta de Juez 
de derecho, un fiscal para lo mercantil representaría la aplicación de 
la ley y el elemento jurídico que sirviera de contrapeso en la contien-
da judicial al elemento técnico. 
Además el proyecto de la Comisión impone tan pesada carga de 
deberes y obligaciones al Ministerio fiscal en la sustanciación dé las 
suspensiones de pagos y las quiebras de los pequeños y de los no pe-
queños comerciantes, que habría que aumentar considerablemente el 
número de funcionarios de esa clase, gravando el Erario. 
El artículo 28 del proyectado libro I V dice lo siguiente: «En 
todas las diligencias judiciales del estado de suspensión de pagos será 
parte el Ministerio fiscal». Y más adelante la base 4.a del Apéndice en 
su último párrafo, refiriéndose no sólo a las supensiones de pagos, sino 
a las quiebras, añade: «El Ministerio fiscal intenvendrá siempre en estos 
autos y llevará la representación pública, y además hará valer los de-
rechos de los interesados que soliciten ser defendidos por funcionario 
fiscal». 
La misión de ¡os funcionarios del Ministerio fiscal no sería, por 
tanto, de asesoramiento en materia mercantil, sino de vigilancia para el 
cumplimiento de la ley y defensa de los que en una quiebra quieran 
confiarles sus intereses. 
Y los asesores dotados de conocimientos técnicos o profesionales, 
si vale la frase, no pueden ser otros que los dos o cuatro comerciantes 
que venimos proponiendo que con un Juez de derecho integren el Jura-
do mercantil. 
(De E l Libera l , de Madrid, de 3 de Diciembre de 1927) 
APÉNDICE 
Conclusiones de la Asamblea general 
de las Cámaras de Comercio españolas celebrada en 1891 
1.a Se restablecerá la jurisdicción mercantil para todos los actos 
definidos en el Código de Comercio. 
•2.a Será ejercida dicha jurisdicción en única instancia y en juicio 
oral y público por Tribunales especiales, 
3. a Conocerá de toda demanda de mayor cuantía en negocios de 
comercio el Jurado mercantil, el cual se compondrá de dos secciones: 
una de comerciantes que apreciarán la índole o naturaleza del hecho 
con todos sus accidentes y estimarán la prueba; otr^ de Magistrados, a 
quienes únicamente corresponderán las aplicaciones en derecho. 
4. a Se procurará que los cpmerciantes, auxiliando a los Jueces de 
derecho, conozcan también de los asuntos de menor cuantía, así como 
que en los de cuantía mayor no se limite su intervención al acto de la 
vista en el juicio oral y público, sino que se extienda además a todos 
los períodos del pleito, desde el de su incoación hasta el de ejecución 
de sentencia inclusive, 
5. a Se creará en el Tribunal Supremo una Sala especial de lo 
Mercantil, que entenderá de los recursos de casación y uniformará la 
jurisprudencia. 
6. a Se promulgará una ley de Enjuiciamiento mercantil en ar-
monía con la especialidad de esta jurisdicción y al objeto de abreviar y 
reducir cuanto sea posible los trámites todos de los negocios o causas 
de comercio, 
7. a Será libre la defenáa ante los Tribunales mercantiles, pudien-
do las partes alegar sus derechos por sí mismas y sin valerse de pro-
curador, 
Madrid 22 de Mayo de 1891.—Basilio Paraíso, representante de 
la Cámara de Comercio de Zaragoza.—Alfonso Sala, de la de Tarra-
sa.—Pedro Gómez Chaix, de la de Málaga. — Quirico Llaguno, de la de 
Ponce. — Rafael López Amigo, de la de Córdoba. — Luis Fernández de 
Heredia, de la de Santiago. 


